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56296/2014

CUCCI, ALBERTO LUIS c/ RODRIGUEZ, JORGE EDUARDO Y 

OTROS s/DAÑOS Y PERJUICIOS(ACC. TRAN. SIN LESIONES )

Buenos Aires,                                                     de  abril de 2019

              Y VISTOS. CONSIDERANDO:

              Han sido elevadas las actuaciones para el tratamiento 

del recurso deducido a fojas 284 contra la resolución de fojas 274/277 

mediante  la  cual,  ante  la  invocación  de  la  limitación  de  la 

responsabilidad por costas prevista por el artículo 730 del CCyCN el 

juez,  de oficio  declaró  su incionsitucionalidad del  artículo  730 del 

CCyCN y por ende su inaplicabilidad al caso concreto. El escrito de 

fundamentación  se  encuentra  agregado  a  fojas  284/286,  obrando  a 

fojas 291/292 la contestación efectuada por la representación letrada 

de  la  parte  actora.  El  señor  Fiscal  se  expidió  a  fojas  298/299, 

propiciando la revocación del fallo.

             En lo que constituye materia de agravio, el demandado 

Rodriguez hace una esforzada defensa en pos de la constitucionalidad 

de la norma, a cuyas expresiones corresponde remitirse en honor a la 

brevedad.  

             I.- El nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, 

según ley 26.994, reproduce en el art. 730 la solución incorporada al 

Código derogado mediante  la  ley 24.432,  que impone un límite  al 

pago  de  las  costas  del  pleito,  judicial  o  arbitral,  derivado  del 

incumplimiento  del  deudor  (conf.  Marquez,  José  Fernando  en 

“Código Civil y Comercial”, dirigido por el Dr. Ricardo Lorenzetti, 

páf. 27).
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             En orden a la cuestión que se debate, y expuestas las  

consideraciones que anteceden, cabe señalar que los magistrados que 

integran esta Sala ya se han expedido sobre el tema.

             No  se  desconoce  que  la  declaración  de 

inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal  constituye la 

más  delicada  de  las  funciones  susceptibles  de  encomendarse  a  un 

tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad institucional 

que  debe  ser  considerado  como  “ultima  ratio”  del  orden  jurídico 

(conf. C.S.J.N., Fallos 315:923).

                             Tampoco que se trata de una atribución que sólo 

debe utilizarse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional 

sea  manifiesta  y  la  incompatibilidad  inconciliable  (conf.,  C.S.J.N. 

Fallos  316:2624),  y  en  tanto  no  exista  otro  modo de  salvaguardar 

algún derecho o garantía amparado por la Ley Fundamental si no es a 

costa  de  remover  el  obstáculo  que  representan  normas  de  menor 

jerarquía  (conf.,  C.S.J.N.,  “in  re”  “Mitivie,  Carlos  M.  c/  Estado 

Argentino –Ministerio de Defensa- Instituto de Ayuda Financiera para 

Pagos  de  Retiro  y  Pensiones  Militares,  noviembre  23-1989,  Fallos 

312:2315).

                             Entonces, “la declaración requiere no sólo la 

aserción de que la norma impugnada causa agravio, sino también la 

expresa demostración de tal  agravio,  que sirva de fundamento a la 

impugnación  en  el  caso  concreto”  (Conf.  CS,  9-4-81,  “Aranda  de 

Casanova  A.  y  ot.  c/Herminda  B,;  ídem  30-4-81,  Falcon  J.I. 

c/Gobierno Nacional).

                  Sentado ello, y por aplicación de lo dispuesto por el  

art.  730  del  Código  Civil  y  Comercial  de  la  Nación,  las  partes 

condenadas en costas se encontrarían exentas de abonar lo que exceda 

del 25% del monto de la sentencia y, como lógica consecuencia, los 

letrados  ahora  apelantes,  quienes  trabajaron y  cuya retribución fue 

fijada conforme a las pautas arancelarias vigentes, verían mermados 
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sus ingresos en virtud de la limitación establecida, lo que claramente 

atenta contra el derecho de propiedad y el carácter alimentario de los 

estipendios. 

                  Lo expuesto comporta lisa y llanamente -según 

nuestro  entender-  una  disminución  de  la  retribución  profesional 

derivada de los aranceles vigentes en cada jurisdicción,  invadiendo 

potestades  propias  de  las  diversas  provincias  que  se  reservaron 

atribuciones  exclusivas  para  la  reglamentación  en  su  territorio  del 

ejercicio de distintas profesiones (art. 121 Constitución Nacional), lo 

que  pone  en  evidencia  su  manifiesta  inconstitucionalidad  en  tanto 

conculca lo preceptuado por los artículos 14, 14 bis, 16 y 17 de la 

C.N.  

               Como lo sostiene Ure, “hacer soportar el abono de ese 

segmento (referido al porcentaje del 25%) a la parte que tenía razón, 

defendió  su  derecho  y  debido  a  la  actitud  de  su  contraria  se  vio 

impulsada  a  promoverle  un  juicio  que  ganó  con  costas,  resulta 

manifiestamente repugnante al más elemental concepto de lo que es 

justo, más todavía si se piensa que correlativamente a esa carga extra 

que  se  vería  compulsado  a  asumir  el  triunfador  se  apoyaría  en  la 

liberación graciosa del deudor incumplidor” (Ure, Carlos Ernesto, “La 

Corte y el tope del 25%...”, L.L. T. 2009-F, pág. 95).  

                 Entonces, “en cuanto a sus consecuencias, la  

transgresión constitucional aparece idéntica, tanto si se entiende que 

el actor triunfador en costas debe abonar una porción de éstas, que no 

podrá repetir del vencido, como si se concluye que el letrado que lo 

defendió, cuyo trabajo es oneroso, debe ser privado de un segmento 

del emolumento que le corresponde según el Arancel. La existencia de 

un crédito por honorarios, frente a la inexistencia de un deudor para 

cancelarlo,  por  presunta  imposibilidad  legal,  genera  una  indudable 

lesión  al  derecho  de  propiedad  de  los  profesionales  afectados”. 

(“Honorarios mínimos y prorrata”, ED, 172-1069). 
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      En  definitiva,  y  para  concluir  “el  control  de 

constitucionalidad no sólo abarca  los  supuestos  en  que las  normas 

derivadas  son  manifiestamente  contrarias  a  las  disposiciones  de  la 

Carta Magna, sino que además permite su ejercicio cuando aquellas 

resultan irrazonables, esto es, cuando los medios que arbitran no se 

adecuan a los fines cuya realización procuran o, cuando consagran 

una manifiesta inequidad” (CNCiv., Sala L, “Castro, Julia Consuelo 

c/Cons.  Prop.  Bogotá  356,  esq.  Ambrosetti  y  otros  s/daños  y 

perjuicios, Expte. N° 41.430/2008, del 5 de junio de 2017, ampliación 

de la Dra. Perez Pardo).

      El doctor Víctor Fernando Liberman se remite, a 

mayor abundamiento, a sus fundamentos expresados en el fallo de la 

Sala L, en autos “Driz, Víctor Matías c. Aconcagua Transportes SRL 

s/daños  y  perjuicios”,  del  25-10-2015,  cita  Online: 

AR/JUR/75101/2015.

      En  consecuencia  de  lo  hasta  aquí  expresado, 

encontrándose  en  este  estado  sustanciado  el  tema,  las  quejas  no 

habrán de prosperar  por  compartir  el  tribunal,  por  mayoría,  con la 

postura  sustentada  en  el  decisorio  en  crisis,  relativa  a  la 

constitucionalidad del precepto legal.  

      II.- Sentado lo expuesto,  y sobre el  tema que se 

debate, la doctora Liliana E. Abreut de Begher sostiene una postura 

diferente, por lo que a continuación manifiesta su disidencia: 

                        En primer lugar, debe recordarse que la declaración de  

inconstitucionalidad implica un acto de suma gravedad institucional 

que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico y como 

una atribución que sólo debe utilizarse cuando la repugnancia con la 

cláusula  constitucional  sea  manifiesta  y  la  incompatibilidad 

inconciliable. Como lógico corolario de este principio se deriva que 

un  planteo  de  tal  índole  debe  contener,  necesariamente,  un  sólido 

desarrollo  argumental  y  contar  con no menos  sólidos  fundamentos 
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para que pueda ser atendido, no bastando la invocación genérica de 

derechos afectados.

              Por otra parte cabe señalar que nuestra Constitución no 

reconoce  derechos  absolutos,  sino  limitados  por  las  leyes 

reglamentarias en la forma y extensión que el Congreso, en uso de su 

atribución legislativa (arts. 14, 28 y 67 -ahora 75- de la Constitución) 

lo estime conveniente a fin de asegurar el bienestar general (Fallos: 

132:  360;  188:105;  249:252;  311:1565;  315:952).  El  límite  de  tal 

reglamentación es la razonabilidad: siendo las leyes razonables no son 

susceptibles  de  impugnación constitucional  (Fallos:  304:319,  1524; 

314: 1376; 315: 2804). Sobre la base de los precedentes de la C.S.J.N. 

puede decirse que la razonabilidad de la reglamentación depende de 

su adecuación al fin de la ley (Fallos: 243:467 y sus citas; 299:428; 

310:495; 314:1376); así, la ley no es pasible de tacha constitucional 

en tanto no se aparte manifiestamente del texto constitucional (Fallos: 

320:875)  o  consagre  una  iniquidad  manifiesta  (Fallos:  283:  98; 

297:201).

                              Desde esta perspectiva, cabe señalar que la 

limitación  establecida  en  la  normativa  referida  no  constituye  una 

restricción irrazonable del derecho de propiedad cuando ella se sujeta 

al  monto  por  el  cual  procede  la  demanda y  no  cercena  el  crédito 

nacido para los profesionales.

                               La aludida limitación no importa la  

restricción del derecho de propiedad, sino más bien una distribución 

equitativa del mayor costo en el litigio (cfr.CNCiv., Sala I, L., J. A. c. 

G.,  J.  M.  s/  daños  y  perjuicios,  24/02/2015,Publicado  en:  Sup. 

Doctrina  Judicial  Procesa,  2015  (agosto),  21,  Cita  online: 

AR/JUR/14148/2015). 

                               La Corte Suprema de Justicia en el  

precedente  “Villalba”  (Fallos:  332:1276)  al  analizar  un  planteo  de 

inconstitucionalidad del párrafo agregado por el art. 8 de la ley 24.432 
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al  art.  277  de  la  ley  20.744  -de  contrato  de  trabajo-,  cuyo  texto 

coincide  sustancialmente  con  el  aquí  impugnado  art.  505,  último 

párrafo,  del  Cód. Civil,  siendo ambos resultantes de la ley 24.432, 

afirmó que:“...la normativa cuestionada tiene un inequívoco sentido 

de incorporar una limitación con respecto al daño resarcible que debe 

afrontar el deudor...”, decisión que se manifiesta “...como uno de los 

arbitrios posibles enderezados a disminuir  el  costo de los procesos 

judiciales  y  morigerar  los  índices  de  litigiosidad,  asegurando  “la 

razonable satisfacción de las costas del proceso judicial por la parte 

vencida, sin convalidar excesos o abusos...”,  concluyó en que “...la 

elección entre el presente u otros medios posibles y conducentes para 

tales  objetivos,  constituye  una  cuestión  que  excede  el  ámbito  del 

control  de  constitucionalidad  y  está  reservada  al  Congreso...”  (cfr. 

considerando n° 5).

                              Desde dicha perspectiva, no se advierte que 

la norma impugnada afecte al principio de reparación plena al que 

hace referencia la recurrente.

                              Por otra parte no se puede dejar de 

mencionar que el Cód. Civil y Comercial de la Nación, reproduce la 

norma cuestionada en el último párrafo del art. 730, manteniendo el 

criterio legal del artículo 505 del Código Civl (T.O. Ley 24432). 

                              Así las cosas, cabe concluir que no es  

atribución de los  jueces sustituir  al  Poder  Legislativo,  dado que el 

control de constitucionalidad no incluye el examen de la conveniencia 

o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de 

sus  atribuciones,  sino  que  debe  limitarse  al  examen  de  la 

compatibilidad  que  las  normas  impugnadas  observen  con  las 

disposiciones  de  la  Ley  Fundamental,  consideradas  éstas  como un 

conjunto armónico, un todo coherente dentro del cual cada parte ha de 

interpretarse a la luz de todas las demás, evitando que la inteligencia 

de alguna de ellas altere el equilibrio del conjunto (Fallos: 312:122).
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                                               Por los fundamentos que anteceden, el 

planteo de inconstitucionalidad no puede prosperar. 

                                        En razón de lo hasta aquí sentado, oído que  

fuera el señor Fiscal General, el Tribunal, por mayoría, RESUELVE: 

I.-  Rechazar  los  agravios.  II.-  Costas  de  alzada  por  su  orden  en 

atención  a  las  particularidades  que  presenta  el  tema  en  concreto, 

además  de  los  diversos  criterios  existentes  sobre  el  asunto.  III.- 

Hágase  saber  que  esta  sentencia  será  enviada  al  Centro  de 

Información Judicial a los fines de su publicación en los términos de 

la ley 26.856, su Dec. Reglamentario N° 894/13 y las acordadas 15/13 

y 24/13 CSJN. Regístrese, notifíquese y al señor Fiscal General en su 

despacho. Oportunamente devuélvase.  Firman la doctora Liliana E. 

Abreut de Begher  (Res.  296/2018)  y el  doctor  Víctor  F.  Liberman 

(Res. 1369/2018) del Tribunal de Superintendencia. 

                         10                  

            PATRICIA BARBIERI

                                                                      12

                                             LILIANA E. ABREUT DE BEGHER

                                                            (en disidencia)     

                        11

          VICTOR F. LIBERMAN
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